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Proceso Penal en la Doctrina del Tribunal Constitucional (1981-2004),
Pamplona, Aranzadi, 2005.

Fue a mediados del pasado siglo
cuando Francesco Carnelutti se refi-
rió a la ciencia del proceso penal
como la Cenerentola, la Cenicienta
dentro de las distintas ramas de la
Ciencia del Derecho y, en concreto,
de entre las que se dedican al estu-
dio de la actividad jurisdiccional.
Obras como la que se comenta nos
permiten poner en cuestión, en los
primeros años del siglo XXI, la vigen-
cia de tan celebrada (y repetida) re-

flexión, formulada en un momento
histórico en el que los estudios sobre
el proceso penal presentaban un de-
sarrollo claramente menor, en térmi-
nos de comparación, con lo que
acontecía entonces con otras ramas
del Derecho y del proceso.

Si la comparación de Carnelutti
tuvo éxito entre los juristas españo-
les fue, ante todo, por el hecho de
que el estado de la Ciencia del Dere-
cho en Italia era perfectamente tras-

A continuación se sucede, a mo-
do conclusivo, la que a nuestro juicio
se perfila como la aportación más
significativa de la tarea investigadora
de la Profesora Falcón en la materia:
el esclarecimiento detallado del con-
junto de funciones que se le asignan
al concepto jurídico fundamental de
equidad [ejemplificadas, todas ellas
a) en una primera función aplicado-
ra, interpretativa e integradora del
Derecho, desde el plano de los he-
chos; b) en una segunda función
creadora del Derecho, desde el plano
de las normas jurídicas, y c) en una
última función humanizadora, desde
el plano de los valores inspiradores
del Derecho; véaseM.ª José Falcón y
Tella (2005), pp. 133-188].

En suma, el interés de la mono-
grafía Equidad, Justicia y Derecho
está garantizado, no sólo por su cla-
ridad expositiva y por la revitaliza-
ción contemporánea que opera de
uno de los temas clásicos de la Filo-
sofía jurídica, sino también porque
aporta el eslabón perfeccionado de
una brillante y exhaustiva teoría pe-
dagógica, como es la de M.ª José Fal-
cón y Tella, que se propone superar
las posibles debilidades de las fuen-
tes teóricas, que en su momento le
sirven de inspiración, en cumpli-
miento de un modelo de auténtico
rigor metodológico.

Teresa GARCÍA-BERRIO HERNÁNDEZ
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ladable a la experiencia española: en
ambos casos el proceso civil era el
que merecía mayor atención y dedi-
cación por parte de los autores y es-
tudiosos del Derecho, y también
constituía el molde desde el cual los
jóvenes estudiantes universitarios ac-
cedían al conocimiento de las institu-
ciones y principios conformadores
de esta rama del Derecho, para, a
partir de ahí, proceder al estudio de
las demás modalidades procesales.

Sin negar la utilidad de este mé-
todo docente a lo largo de las déca-
das e inclusive en la actualidad, es lo
cierto que el desarrollo de los estu-
dios sobre el proceso penal y la pro-
liferación de trabajos dedicados a
analizar sus principios, normas y la
doctrina de los tribunales interpre-
tando los preceptos de la ley proce-
sal penal han sido una constante
desde entonces hasta hoy; una cons-
tante que, con especial incidencia en
los últimos veinticinco años, ha he-
cho palidecer gran parte del brillo
de la afirmación de Carnelutti en lo
que a la experiencia española con-
cierne.

El hecho de que el proceso penal
haya interesado más a los investiga-
dores en los últimos años se debe en
gran medida, como conocen bien los
implicados en la aplicación del De-
recho penal, al esencial papel jugado
por la Constitución española de
1978 en la puesta al día de los viejos
procedimientos contenidos en la
Ley de Enjuiciamiento Criminal de

1882. Nuestra vigente Constitución,
a través de la ingente labor doctrinal
efectuada por el Tribunal Constitu-
cional, ha aportado oxígeno renova-
do y enriquecido para las viejas nor-
mas contenidas en una ley que, aun
celebrada durante generaciones (no
sólo por su calidad técnica, sino
también por lo que en ella hubo de
ruptura con los modelos de enjuicia-
miento del Antiguo Régimen), ha
sufrido con especial intensidad el
paso del tiempo, así como los daños
colaterales o directos de las numero-
sas reformas operadas a lo largo de
su centenaria vida.

Es precisamente esa labor inter-
pretativa del Tribunal Constitucio-
nal, desde su creación, la principal
responsable de que la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal haya sobrepasa-
do con buena nota el umbral de dos
centurias y que, a pesar de su nece-
saria y anunciada reforma global,
mantenga aún hoy niveles merito-
rios de aceptación por parte de los
operadores jurídicos. Ocurre con
nuestro proceso penal mutatis mu-
tandis algo parecido a lo acontecido
con la Constitución norteamericana,
cuya también más que centenaria vi-
gencia es debida, en buena medida,
a la labor de constante puesta al día
de sus principios y mandatos realiza-
da por el Tribunal Supremo de los
Estados Unidos.

La Constitución de 1978, que no
es un texto meramente programáti-
co sino norma jurídica directamente
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vinculante, ha engarzado con la apli-
cación cotidiana de las normas pena-
les y procesales penales gracias a la
tarea del Tribunal Constitucional, la
cual no sólo aporta estabilidad y ge-
neralidad a la interpretación de las
viejas normas más conforme con la
Carta Magna, sino que también, a la
vez, aporta nueva vida a esas mismas
normas.

La obra comentada se enco-
mienda al estudio sistemático de la
doctrina emanada del Tribunal
Constitucional español desde su cre-
ación hasta 2004, en materia de pro-
ceso penal. Un estudio dirigido por
dos de nuestros más destacados pro-
cesalistas, Manuel Ortells Ramos e
Isabel Tapia Fernández, Catedráti-
cos, respectivamente, de las Univer-
sidades de Valencia y las Islas Balea-
res, como punta de lanza de un
amplio grupo de profesores e inves-
tigadores a quienes debemos esta
magnífica obra.

Se trata de un auténtico tratado,
de más mil quinientas páginas que
aportan una visión general y com-
pleta de la concepción constitucio-
nal del proceso penal, redactado con
minuciosidad y engarzado con pa-
ciencia de relojero, lo que le da gran
unidad sistemática que soslaya omi-
siones y repeticiones a veces presen-
tes en obras colectivas y favorece su
manejo por el lector. Desde el pun-
to de vista metodológico, no nos en-
contramos ante un trabajo pura-
mente de exégesis, sino ordenado

conforme a una sistemática clásica,
que parte del estudio de la doctrina
constitucional sobre las institucio-
nes y elementos subjetivos y objeti-
vos del proceso penal, así como de
sus actos, para continuar con el aná-
lisis de las distintas fases del proce-
dimiento según el tamiz constitu-
cional, y en la que los autores no
rehúyen la reflexión crítica y el aná-
lisis jurisprudencial. Los materiales
empleados son, como no podía ser
de otro modo, las propias decisiones
del Tribunal Constitucional, nume-
rosísimas a lo largo del período que
abarca la obra, incluyéndose en ellos
no sólo las sentencias, sino también
numerosos autos de inadmisión del
Alto Tribunal que son interesantes
fuentes de interpretación, en no po-
cas ocasiones, del alcance constitu-
cional de determinados preceptos.

Una obra, en resumen, muy
completa y de gran utilidad práctica,
toda vez que entre sus páginas se co-
mentan centenas de resoluciones ca-
pitales para hacer del proceso penal
lo que hoy es y que a su vez consti-
tuyen factores esenciales para futu-
ras reformas, globales o parciales, de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
Un auténtico ejercicio de jurispru-
dencia en el sentido germánico, esto
es, de investigación jurídica realiza-
da con una perspectiva de utilidad
práctica, que merece un juicio críti-
co ciertamente favorable.

Jesús María GONZÁLEZ GARCÍA


